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I. OBSOLESCENCIA Y DISFUNCIONES DEL DERECHO CON-
CURSAL ESPAÑOL 
Aun cuando los juristas españoles están muy 
lejos de haber llegado a un acuerdo básico respecto 
de cuál debería ser el tratamiento normativo de las 
crisis económicas y, en su caso, el régimen de los pro-
cedimientos universales destinados a afrontarlas y a 
ofrecer vías hábiles para su superación o para la justa 
armonización de los intereses conflictivamente 
enfrentados en ellas, sí reconocen unánimemente la 
existencia de graves y manifiestos vicios de fondo y 
de forma en nuestro vigente Derecho concursal, 
defectos que lo convierten en un instrumento radi-
calmente inadecuado para satisfacer los intereses 
sociales a cuya tutela debería estar preordinadol (en 
este sentido se ha llegado a afirmar que «es la pieza 
más ineficiente de cuantas componen nuestro Derecho mer-
cantil»2, en el que se mantiene «como un malogrado o 
desgraciado islote»3, que quizá resulta incluso impro-
pio de un Estado de Derecho4). 
Como ha sido acertadamente puesto de relieves, 
el marco legislativo de lo que seguramente sólo con 
' Vid. JIMÉNEZ SÁNCHEZ, «Ante una posible reforma del Dere-
cho concursal español», Discurso de apertura del curso académico 
1978-79 en la Universidad de Sevilla, Sevilla, 1978, págs. 9 y sigte. 
2 Cfr. BISBAL, «La insoportable levedad del Derecho concur-
sal», Revista de Derecho mercantil, núm. 214, octubre-diciembre de 
1994, pág. 843. 
3 Cfr. MENÉNDEZ, «Breves reflexiones sobre la reforma del 
Derecho concursal», en el vol. «Homenaje a José María Chico y Ortiz», 
Madrid, 1995, págs. 1315 y sigtes. 
Cfr. PRIETO-CASTRO, «El Derecho concursal español y el 
extranjero. La Ley desacredita a la Ley», Revista de Derecho procesal 
iberoamericana, 1977, pág. 341. 
5 Entre otros muchos, por el Profesor OLIVENCIA, en una cono-
cida conferencia pronunciada en la Universidad de Bolonia duran-
te el curso 1961-1962 (de la que da puntual noticia la recensión ofre-
cida por VERDERA en «Tres mercantilistas españoles en Bolonia», 
Revista de Derecho mercantil, núm. 85, julio-septiembre de 1962, págs. 
99 y sigtes.). 
manifiesta impropiedad cabría denominar Ordenación 
concursal española comprende, desde algunos precep-
tos sobrevivientes del viejo Código de comercio de 
1829 (el venerable Código de Sáinz de Andino), y un 
amplio conjunto de normas contenidas en la Ley de 
enjuiciamiento civil de 1881, el Código de comercio 
de 1885, el Código civil y la Ley de suspensión de 
pagos de 26 de julio de 1922, hasta un disperso, com-
plejo, confuso y muchas veces contradictorio conglo-
merado de disposiciones contenidas en otros textos 
(tales como, sin que la enumeración siguiente preten-
da en modo alguno tener carácter exhaustivo, las 
Leyes de 12 de noviembre de 1869 —sobre la quiebra 
de las compañías de ferrocarriles, canales y demás 
obras públicas análogas—, de 21 de agosto de 1893 
—sobre hipoteca naval—, de 19 de septiembre de 
1896 —sobre convenios entre las compañías de ferro-
carriles y sus acreedores—, de 9 de abril de 1904 
—sobre convenios de las compañías de canales, ferro-
carriles y demás concesionarias de obras públicas—, 
de 2 de enero de 1915 —sobre suspensión de pagos 
de las compañías de ferrocarriles y demás obras de 
servicio público—, de 2 de marzo de 1917 —sobre 
suspensión de pagos o quiebra de las entidades deu-
doras del Estado y del Banco de Crédito Industrial 
para protección y fomento de la industria nacional—, 
de 21 de abril de 1949 —sobre convenios encamina-
dos al saneamiento financiero de las empresas de 
ferrocarriles—, de 16 de diciembre de 1954 —sobre 
hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento de 
la posesión— y de 17 de julio de 1965 —sobre venta 
de bienes muebles a plazos—; las Leyes 2/1981, de 25 
de marzo —de regulación del mercado hipotecario—, 
3/1987, de 2 de abril —General de cooperativas—, 
12/1991, de 29 de abril —de agrupaciones de interés 
económico-, 1/1994, de 11 de marzo —sobre régimen 
jurídico de las sociedades de garantía recíproca—, 
3/1994, de 14 de abril —sobre adaptación de la legis- 
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lación española a la Segunda Directiva de coordina-
ción bancaria—, 2/1995, de 23 de marzo —de socie-
dades de responsabilidad limitada— y 39/1995, de 8 
de noviembre —de ordenación y supervisión de los 
seguros privados—; los Textos refundidos de la Ley 
de sociedades anónimas —aprobado por el Real 
Decreto legislativo 1564/1989, de 22 de septiembre—, 
de la Ley de procedimiento laboral —aprobado por 
el Real Decreto legislativo 2/1995, de 7 de abril— y 
de la Ley de propiedad intelectual —aprobado por el 
Real Decreto legislativo 1/1996, de 12 de abril—; el 
Decreto-ley 18/1969, de 20 de octubre —sobre admi-
nistración judicial de empresas embargadas—; el Real 
Decreto-ley 18/1982, de 24 de septiembre —sobre 
Fondo de garantía de depósitos—...), lo que genera 
una evidente dificultad en el conocimiento e indivi-
dualización del régimen jurídico aplicable en algu-
nos supuestos y determina el consiguiente, inexcusa-
ble y lamentable corolario de dar lugar a una 
peligrosa situación de inseguridad jurídica'. 
Pero más grave y preocupante todavía que el 
estado provocado por los datos cuantitativos o numé-
ricos definitorios del panorama actual de la normati-
va concursal española resulta el hecho de que en ese 
vasto y disperso agregado de textos se incluyan, 
como consecuencia de una actividad legislativa 
carente de unidad conceptual y de rigor técnico, pre-
ceptos caracterizados por su falta de armonía y de 
coordinación; en no pocos casos inadaptados a las 
exigencias actuales de una economía y de una socie-
dad que han evolucionado con un ritmo y en una 
dirección diferentes a los seguidos por las normas 
legales'. 
II. REFORMAS Y PROYECTOS DE REFORMA DE NUESTRA 
LEGISLACIÓN CONCURSAL 
A) Respuestas a la situación insatisfactoria del Dere-
cho concursal español. Reformas y proyectos de 
reforma 
La necesidad de poner remedio a esta claramente 
insatisfactoria situación del Derecho concursal español 
constituye un lugar común en nuestra literatura jurídica8 
6 Vid. JIMÉNEZ SÁNCHEZ, «Ante una posible reforma del Dere- 
cho concursa] 	cit., págs. 10 y sigtes. 
Vid. PRIETO CASTRO, «El Derecho concursal español y el 
extranjero ...», cit., pág. 289; SÁNCHEZ CALERO, «Las crisis banca-
rias y la crisis del Derecho concursal. Orientaciones de política 
legislativa en el momento presente», Revista de Derecho bancario y 
bursátil, núm. 11, julio-septiembre de 1983, pág. 535. 
8 Vid., por todos, JIMÉNEZ SÁNCHEZ, «Ante una posible refor-
ma del Derecho concursal ...», cit., pág., 13; OLIVENCIA, «El Dere-
cho concursal: modernas orientaciones y perspectivas de reforma», 
en el vol. «Jornadas sobre la reforma de la legislación mercantil», 
Madrid, 1979, págs. 315 y sigtes. y 324, y «Los sistemas económi-
cos y las soluciones jurídicas al estado de crisis empresarial», en el 
vol. «La reforma del Derecho de Quiebra», Madrid, 1982, págs. 100 y 
sigtes. y 106 y sigtes.; POLO DÍEZ, «Intervención del moderador», 
en el cit. vol. «Jornadas sobre la reforma de la legislación mercantil», 
y económica9. Y, aunque por desgracia no han alcan-
zado los resultados satisfactorios que habrían sido de 
desear, las reformas y proyectos de reforma legislati-
vos en relación con este sector del Ordenamiento no 
han escaseado en nuestra Patria. 
B) Las reformas del Código de comercio 
Así, tras poco más de diez años de la entrada en 
vigor del actual Código de comercio, la Ley de 10 de 
junio de 1897 modificó los artículos 870 a 873 de este 
cuerpo legal con el objeto de evitar los abusos de los 
comerciantes que, encontrándose en estado de abso-
luta imposibilidad de atender al cumplimiento de 
sus obligaciones (careciendo «de recursos para satisfa-
cerlas en su integridad», según preveía en su redac-
ción inicial el artículo 870), se acogían al expediente de 
la suspensión de pagos, conforme al cual podían solici-
tar de sus acreedores quitas o rebajas de sus deudas 
y salvarse de las consecuencias de la posible califica-
ción de su insolvencia como culpable o como frau-
dulenta. La reforma reservó el beneficio de la sus-
pensión de pagos a los comerciantes que poseyeran 
bienes suficientes para cubrir todas sus deudas (como 
expresamente pasó a exigir el nuevo texto del artí-
culo 870) y excluyó la posibilidad de pretender, bajo 
cualquier forma, ningún tipo de quita o rebaja de los cré-
ditos (lo que, conforme a la específica norma estatui-
da al efecto en el artículo 872, determinaría que el 
juez tuviera que negarse a tramitar la solicitud de sus-
pensión de pagos)m. 
Y, posteriormente, pero en este caso tras el trans-
curso de más de sesenta años, la Ley de 17 de julio 
de 1958 actualizó una normativa que la evolución 
social y jurídica había dejado obsoleta, suprimiendo 
en el apartado C) del número 1.° del artículo 913 del 
Código de comercio la referencia específica a los 
pág. 353; COMISIÓN DE CULTURA DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE BAR-
CELONA, «Proyecto de Ley concursal», Revista Jurídica de Cataluña, 
núm. 1, enero-marzo 1981, pág. 8; CHILLÓN LOASTE, «Aspectos jurí-
dicos del Anteproyecto de Ley concursal», en el vol. «Crisis econó-
mica y Derecho concursal», Madrid, 1984, págs. 201 y sigte.; GIRÓN 
TENA, «Introducción (Temario para una encuesta)», en el vol. «Estu-
dios sobre el Anteproyecto de Ley Concursa!», núm. 8, monográfico, de 
la Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, 
Madrid, marzo de 1985, págs. 8 y sigtes.; VACAS MEDINA, «La refor-
ma del Derecho concursal español», en el vol. cit. «Estudios sobre el 
Anteproyecto de Ley Concursal», págs. 47 y sigtes.; IGLESIAS PRADA, 
«Presentación» de las Jornadas sobre la reforma del Derecho concursal 
Español, en el cit. vol. «La reforma del Derecho de Quiebra», págs. 18 y 
sigte.; GARCÍA VILLAVERDE, «Introducción» a «Textos de Derecho Con-
cursal Europeo», vol. monográfico de Cuadernos de Derecho y Comer-
cio, 1993, pág. 10. 
9 Vid., por todos, PORTILLO SANZ, «Una visión económica del 
Anteproyecto de Ley Concursa]», en el cit. vol. «Crisis económica y 
Derecho concursal», pág. 139; y CABRILLO RODRÍGUEZ, «Análisis eco-
nómico del derecho concursal español», Fundación Juan March. Serie 
universitaria, núm. 241, Madrid, 1987, pág. 41. 
'° Respecto de la reforma de 1897 vid., por todos, ESTASEN, 
«Tratado de las suspensiones de pagos y de las quiebras», 2.' ed., 
Madrid, 1908, págs. 7 y sigtes.; OLIVENCIA, «La suspensión de 
pagos y la quiebra en el Código de comercio», Centenario del Código 
de comercio, Madrid, 1986, vol. I, págs. 367 y sigtes. 
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dependientes de comercio entre los acreedores por 
trabajo personal (considerados singularmente privile-
giados en cuanto a sus remuneraciones «por los seis 
últimos meses anteriores a la quiebra»); y añadiendo al 
citado número 1.° del artículo 913 un apartado D), 
que incluyó entre los acreedores singularmente privile-
giados a los titulares de créditos derivados de los regíme-
nes obligatorios de subsidios y seguros sociales y mutua-
lismo laboral respecto de igual periodo de tiempo que el 
señalado en el apartado anterior". 
C) La Ley de Suspensión de Pagos y el Decreto-Ley de 
Administrasción Judicial de empresas embargadas 
Pero la reforma más profunda de la regulación 
establecida en 1885 por el Código de comercio fue la 
introducida con la finalidad de ofrecer una fórmula 
de salvación de la difícil situación económica por la 
que atravesaba una institución financiera radicada en 
Cataluña. Para evitar la necesidad de que el Banco de 
Barcelona hubiera de ser declarado en quiebra, con las 
graves consecuencias que de ello habrían resultado 
en todo el sistema financiero nacional, el rígido crite-
rio establecido por la Ley de 10 de junio de 1897 fue 
rectificado por la Ley de 26 de julio de 1922, en vir-
tud de la cual pudieron pasar a tratarse al amparo 
del régimen de la suspensión de pagos situaciones 
de insolvencia definitivas, en las que el pasivo de los 
deudores excedía de su activo (vid. artículos 8, párra-
fo sexto, y 10, primer párrafo de la Ley de 1922)12. 
Este cambio de criterio, y la disciplina amplia-
mente favorable para los deudores introducida en 
una Ley inicialmente concebida con una cierta pers-
pectiva transitoria (el primer párrafo del artículo adi-
cional segundo de la Ley de 26 de julio de 1922 esta-
blece que, «pasados cuatro años de vigencia de esta Ley, 
el Gobierno podrá suspender sus efectos, dando cuenta de 
ello a las Cortes»), han encontrado una acogida tan 
favorable en la práctica que ha llegado a convertir la 
suspensión de pagos en el cauce principal para la tra-
mitación de las situaciones concursales13, predominio 
u Vid., por todos, Ríos SALMERÓN, «Los privilegios del crédito 
salarial», Madrid, 1984, págs. 87 y sigte. 
12 Vid., por todos, GONZÁLEZ DE ECHÁVARRI, «Comentarios a 
la Ley de suspensión de pagos de 1922», 2' ed., Valladolid, 1932, 
pág. 5; TORRES DE CRUELES, «La suspensión de pagos», Barcelona, 
1957, págs. 88 y sigtes.; Rojo FERNÁNDEZ-RÍO, «Notas para la refor-
ma de la legislación concursal», Revista de Derecho mercantil, núm. 
138, 1975, págs. 512 y sigte., y «La declaración judicial de la sus-
pensión de pagos», en el vol. «Derecho concursal», Cuadernos de Dere-
cho Judicial, II, Madrid, 1992, págs. 92 y sigtes. ; JIMÉNEZ SÁNCHEZ, 
«Ante una posible reforma del Derecho concursal español», cit., 
págs. 13 y 19; SÁNCHEZ CALERO, «Las crisis bancarias y la crisis del 
Derecho concursal cit., págs. 537 y sigte.; RUIZ DE GORDEJUELA, 
«Procesos concursales», en el cit. vol. «Derecho concursal», Cuadernos 
de Derecho Judicial, II, pág. 16. 
13 Vid., por todos, OLIVENCIA, «La suspensión de pagos y la 
quiebra...», cit., págs. 382 y sigtes., especialmente pág. 387; BROSE-
TA, «Manual de Derecho mercantil», 10.' ed., Madrid, 1994, pág. 
720; JIMÉNEZ SÁNCHEZ, «Ante una posible reforma del Derecho con-
cursal...», cit., págs. 19. 
fáctico que ha venido acompañado de la declaración 
por parte del Tribunal Supremo de que el expediente 
de suspensión ha de considerarse preferente a la 
quiebra como medio de facilitar el convenio entre los 
acreedores y el deudor". Ello es índice de cómo esta 
Ley (que constituye uno más de los numerosos ejem-
plos que podrían encontrarse de supervivencia y 
vigor de las soluciones transitorias precisamente en 
un Ordenamiento en el que tan escasa duración y efi-
cacia alcanzan muchas veces disposiciones concebi-
das y presentadas con vocación de estabilidad o de 
dilatada duración15) «a pesar de sus defectos y, sobre 
todo, del desorden de sus normas, constituye, con las dis-
posiciones del Código de comercio de 1829 aún vigentes 
en materia de quiebras, lo más aprovechable de nuestra 
legislación concursal»16 . 
Mucha menor ha sido la significación de otra 
normativa (también establecida para solucionar la 
situación especial planteada por un caso concreto 
—el conocido affaire MATESA17—) consagrada por el 
Decreto-ley de 20 de octubre de 1969 en relación con 
la administración judicial de empresas embargadas, 
de escasa (casi inexistente) aplicación en la práctica 
forense y cuyo objeto esencial no es el de habilitar un 
cauce de satisfacción de los intereses de los acreedo-
res de un deudor común, sino el de facilitar la con-
servación de las empresas objeto de los embargos 
previstos en este texto legalls. 
D) Proyectos de reforma del Derecho concursal español 
Las modificaciones parciales hasta aquí contem-
pladas no han satisfecho la necesidad de adaptar a 
las imperativas exigencias sociales una regulación 
concursal manifiestamente inadecuada a los requeri-
mientos que está llamada a satisfacer. Este es un obje-
tivo que sólo resulta posible conseguir mediante una 
reforma global de dicha regulación; con la configura-
ción de un nuevo sistema de Derecho concursal ade-
cuado al tiempo y a las circunstancias en que ha de 
ser aplicado. 
14 Vid., entre otras muchas, las sentencias del Tribunal Supre-
mo de 29 de diciembre de 1927 (Colección Legislativa, 1927, t. VII, 
núm. 124, págs. 789 y sigtes.), 3 de julio de 1933 (Repertorio de juris-
prudencia Aranzadi, 1933, núm. marg. 1767), 7 de junio de 1968 
(Repertorio de jurisprudencia Aranzadi, 1968, núm. marg. 3765), 22 de 
abril de 1969 (Repertorio de jurisprudencia Aranzadi, 1969, núm. marg. 
2199), 5 de julio de 1985 (Repertorio de jurisprudencia Aranzadi, 1985, 
núm. marg. 3641) y 20 de mayo de 1993 (Repertorio de jurispruden-
cia Aranzadi, 1993, núm. marg. 3809). 
15 Vid. JIMÉNEZ SÁNCHEZ, «Ante una posible reforma del Dere-
cho concursal...», cit., págs. 19 y sigtes. 
16 Cfr. TORRES DE CRUELLS, «La suspensión de pagos», cit., 
pág. 96. 
17 Vid., por todos, ROJO FERNÁNDEZ-RÍO, «Notas para la refor-
ma de la legislación concursal», cit., pág. 512; VICENT CHULIA, «Com-
pendio crítico de Derecho mercantil», 3.' ed., Barcelona, 1990, t. II, 
pág. 829; SÁNCHEZ CALERO, «Instituciones de Derecho mercantil», 
19.' ed., Madrid, 1996, t. II, págs. 527 y sigtes. 
18 Vid., por todos, VERGEZ, «La administración judicial de 
empresas embargadas», en el vol. «Estudios de Derecho mercantil en 
homenaje al Profesor Antonio Polo», Madrid, 1981, págs. 1181 y sigtes.; 
SÁNCHEZ CALERO, «Instituciones...», cit., t. II, págs. 527 y sigtes. 
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a) Los proyectos de reforma del Código de 
comercio 
Esta reforma básica o fundamental puede consi-
derarse que se planteó como tarea a realizar ya desde 
fechas tan lejanas cuales las de 1891, con la elabora-
ción de un Proyecto de Reforma del Libro IV del 
Código de comercio «que no dio resultado alguno»19, o 
la de 1897, año en el que se anunció el propósito de 
revisar las disposiciones del Código «en el sentido que 
reclaman las necesidades de la práctica mercantil»20. En 
1926 la Comisión General de Codificación recibió el 
encargo21 de preparar un Anteproyecto de Reforma 
del Código de comercio que, una vez concluido, fue 
sometido a información pública22. Esta obra prelegis-
lativa, aunque sin duda representaba un avance res-
pecto del Derecho vigente, no incorporaba fórmulas 
o soluciones innovadoras, conservando en lo esencial 
los esquemas y principios fundamentales de la Codi-
ficación decimonónica. En todo caso, circunstancias 
políticas ajenas a sus méritos o defectos impidieron 
su debate en el Parlamento y condujeron a su final 
abandono o «arrumbamiento»23. 
b) El Anteproyecto del Instituto de Estudios 
Políticos de 1959 
Un nuevo y especialmente valioso intento de 
actualización de nuestro obsoleto Derecho concursal 
se produjo cuando, en 1953, la Sección de Justicia del 
Instituto de Estudios Políticos acometió la prepara-
ción de un Anteproyecto de Ley sobre quiebra, con-
curso de acreedores y suspensión de pagos, llegando 
a aprobar catorce bases de este texto. Pero hasta que 
en el curso 1956/1957 la Sección no fue reorganiza-
da, constituyéndose dentro de ella una Sub-sección 
especial de la que formaron parte, bajo la presidencia 
de GARRIGUES, los vocales CABANILLAS GALLAS, 
DIEZ-PICAZO, OLIVENCIA y VACAS MEDINA, no se 
abordó con intensidad y continuidad la tarea de ela-
borar el Anteproyecto auspiciado24. 
" Vid., por todos, RAMÍREZ, “La Quiebra», Barcelona, 1959, t. 
I, pág. 181, y LANGLE, «Manual de Derecho mercantil español», Bar-
celona, 1950, t. I, pág. 239. 
20 Vid. ESTASEN, «Tratado de las suspensiones de pagos y de 
las quiebras», cit., pág. 9; RIVES Y MARTI, «Teoría y práctica de 
actuaciones judiciales en materia de concurso de acreedores y quie-
bras con sus preliminares quita y espera y suspensión de pagos», 
3.' ed., Madrid, 1954, t. II, pág. 17; JIMÉNEZ SÁNCHEZ, «Ante una 
posible reforma del Derecho concursa] ...», cit., pág. 20. 
21 Por Reales Órdenes de 15 de febrero y 10 de junio de 1926. 
22 En virtud de lo establecido en Reales Órdenes de 19 de 
agosto de 1926 y 24 de enero, 26 de septiembre y 13 de diciembre 
de 1927. 
23 Vid. GONZÁLEZ DE ECHÁVARRI, «Comentarios a la Ley de 
suspensión de pagos...», cit., pág. 6; RAMIREZ, «La Quiebra», cit., t. 
I, pág. 182; JIMÉNEZ SÁNCHEZ, «Ante una posible reforma del Dere-
cho concursal...», cit., págs. 20 y sigte. 
24 Vid. JIMÉNEZ SÁNCHEZ, «Ante una posible reforma del Dere-
cho concursa] ...», cit., pág. 21, y «Las aportaciones de don Joaquín 
Garrigues al derecho concursal español», en el vol. «Joaquín Garri- 
El documento que finalmente se redactó, conoci-
do generalmente como Anteproyecto de 1959 o Ante-
proyecto del Instituto de Estudios Políticos25, configura-
ba un tratamiento de las situaciones concursales en 
el que destacan los siguientes rasgos: 
* Pretendía imponer la autonomía formal o legisla-
tiva del Derecho concursal al recoger en un solo cuerpo 
legal toda la materia concerniente al tratamiento o a la 
prevención de la insolvencia del deudor común. 
* Reducía a una la doble regulación que domina 
el sistema actual de las situaciones concursales de 
comerciantes y no comerciantes; la unificación se pro-
ponía bajo el signo de la comercialización de este sec-
tor del Ordenamiento jurídico, ante la consideración, 
por demás evidente, de que la insolvencia de las empre-
sas mercantiles tiene una repercusión económica mucho 
mayor que la insolvencia de un deudor civil. 
* Declaraba, estableciendo una importante clari-
ficación respecto de la normativa del Código de 
comercio, que el concurso había de tener por objeto 
dar satisfacción a los acreedores en los casos de insolven-
cia del deudor común, y se hacía del concepto de la 
insolvencia la base y la justificación de la quiebra o del 
concurso, el centro de gravedad del sistema. 
* Diferenciaba del concurso la institución del 
concordato, reservando exclusivamente este último proce-
dimiento a los deudores de buena fe que, poseyendo bienes 
bastantes para cubrir todas sus deudas, no hubiesen cesa-
do de una manera general en el pago corriente de sus obli-
gaciones y previeran la imposibilidad de satisfacerlas en 
las fechas de sus respectivos vencimientos. 
* Proclamaba que el Estado no puede desinteresarse 
del hecho económico del concurso, singularmente cuando 
afecta a una empresa de carácter industrial o mercantil, 
cuya crisis puede afectar a la Economía Nacional. Por ello 
concedía una importante significación a la interven-
ción del Ministerio Fiscal, así como reafirmaba el prin-
cipio de autoridad del Juez encargado de la dirección del 
procedimiento. 
gues, jurista y universitario ejemplar», Madrid, 1996, pág. 152; MENÉN-
DEZ, «Joaquín Garrigues y la reforma de la legislación mercantil 
española», Revista de Derecho mercantil, núm. 164, abril-junio de 
1982, pág. 264. 
25 Sobre el que pueden verse TORRES DE CRUELLS, «Nota críti-
ca a un Anteproyecto de Ley concursal», Revista jurídica de Catalu-
ña, 1959, págs. 747 y sigtes..; VACAS MEDINA, «La nueva Ley con-
cursal española (el Anteproyecto)», Revista jurídica de Cataluña, 1959, 
págs. 615 y sigtes., «La nuova legge concorsuale spagnola (Proget-
to preliminare)», «Il Diritto fallimentare e delle societá commerciali», 
1959, págs. 355 y sigtes., »La nueva Ley concursal española», Bole-
tín del Instituto de Derecho comparado de México, núm. 36, 1959, págs. 
67 y sigtes., «Consideraciones sobre el pasado, el presente y el futu-
ro de la reforma concursal«, La Ley, 1995-1, pág. 941, y «La reforma 
de nuestro Derecho Concursal», Revista General de Derecho, 1983, 
núms. 465 y 469-470, pág. 1039; VERDERA, «Tres mercantilistas espa-
ñoles en Bolonia», cit., págs. 102 y sigtes.; Rolo FERNÁNDEZ-Río, 
«Notas para la reforma de la legislación concursal», cit., págs. 513 
y sigtes.; ILLESCAS, «Apuntes para una reforma del Derecho con-
cursal español», Boletín del Ilustre Colegio de Abogados de Sevilla, 
enero-abril de 1977, págs. 6 y sigtes.; JIMÉNEZ SÁNCHEZ, »Ante una 
posible reforma del Derecho concursal español», cit., págs. 21 y sig-
tes., y «Las aportaciones de don Joaquín Garrigues al derecho con-
cursa] español», cit., págs. 152 y sigtes. 
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* En el tratamiento de los «efectos del concurso 
sobre la persona del deudor» superaba conceptos polé-
micos, tales como los de inhabilitación o incapacita-
ción, y precisaba las distintas situaciones patrimoniales 
que podían resultar afectadas por la declaración de con-
curso. 
* Suprimía la declaración de retroacción, estable-
ciendo, por el contrario, la posibilidad del ejercicio 
de una amplia serie de acciones de impugnación que, 
teniendo en cuenta la naturaleza objetiva de los actos, per-
mitiesen satisfacer el interés de los acreedores. 
* Hacía desaparecer las arcaicas y casi inoperan-
tes figuras del Comisario y del Depositario, e intro-
ducía un relevante factor de profesionalización o tec-
nificación en la composición de la Sindicatura. 
* Establecía en la fase de la liquidación del acti-
vo, como importante novedad, el «proyecto de liquida-
ción», redactado por los administradores y sometido a la 
aprobación de la Junta y a la homologación del Juez, con 
el que se pretendía evitar la disgregación y los perjui-
cios económicos de liquidaciones fragmentarias y someter 
estas operaciones a un régimen racional y a un meditado 
plan que disipasen, en lo posible, los efectos perjudiciales 
que la realización de un patrimonio produce de ordinario. 
* Modificaba sustancialmente los viejos esquemas 
de graduación con el propósito de conseguir mayor clari-
dad y simplificación. Establecía, fuera de la graduación, y 
como operación lógicamente previa, la deducción, concepto 
nuevo en nuestro Derecho concursal, comprensivo de 
aquellos créditos que no deben quedar sometidos a la ley 
del dividendo. Negaba el carácter de concurrentes a los 
créditos con garantía real, que deberían, en todo caso, 
ejecutarse fuera del concurso. 
* Reducía los términos de la clasificación de la 
insolvencia a las categorías de fortuita y de culpable. 
* Contemplaba con particular interés el concurso 
de las sociedades, en consideración sobre todo de la 
realidad práctica, que demuestra, sin lugar a dudas, cómo 
son estas hipótesis las que revisten una mayor importan-
cia económica y financiera y una mayor transcendencia 
social y, del mismo modo, aquéllas en que los problemas 
básicos del concurso de acreedores se plantean con una 
mayor agudeza y dificultad. 
* Y, finalmente, pero no desde luego en último 
lugar de importancia, en el orden procesal trataba 
ante todo de rehuir la innecesaria complicación de los trá-
mites, suprimiendo, no lo necesario para poner a cubierto 
todos los intereses en juego, pero sí lo que hasta ahora sólo 
podía favorecer la litigiosidad de mala fe hasta crear un 
clima de desconfianza en estos procedimientos a los que 
podría calificarse, más que de universales, que en cierto 
sentido lo son, de procedimientos eternos, con todos los 
inconvenientes que para la realización de la justicia tenía 
su excesiva prolongación en el tiempo. 
Lamentablemente, junto a las dificultades esen-
ciales que respecto de toda modificación de las situa-
ciones definidas por las normas del Derecho concur-
sal plantea siempre la radical contraposición de los 
intereses afectados por éstas y su misma complejidad  
técnica26, el Anteproyecto de 1959 hubo de enfrentarse 
a otros obstáculos adicionales de carácter eminente-
mente político, derivados del planteamiento ante el 
Tribunal Internacional de Justicia de La Haya de una 
reclamación contra el Gobierno español presentada 
por el Gobierno belga en base a la pretendida dene-
gación de justicia de los Tribunales de España en el 
procedimiento de quiebra de la Barcelona Traction27. 
La evidente inoportunidad del reconocimiento ofi-
cial en estas circunstancias de la imperfección o de la 
obsolescencia de las normas afectadas por la reforma 
proyectada hizo desgraciadamente imposible la con-
versión en texto normativo del contenido del Antepro-
yecto28, ni siquiera con las revisiones introducidas entre 
los años 1973 a 1975, durante la etapa ministerial de 
RUIZ-JARABO, por el grupo de trabajo constituido al 
efecto en la Secretaría General Técnica del Ministerio 
de Justicia, y en el año 1976, bajo la presidencia del 
propio GARRIGUES, por la Sección de Derecho mer-
cantil de la Comisión General de Codificación29. 
c) El Anteproyecto de Ley Concursal de 1983 
En 197830 se crearon en el seno de la Comisión 
General de Codificación dos Ponencias Especiales, 
con idéntica composición31, para redactar las Bases y 
el Texto articulado de un nuevo Anteproyecto de Ley 
Concursa132. Este último documento, revisado y apro-
bado por la Sección Segunda (de Derecho mercantil), 
con la colaboración de las Secciones Primera (de Dere-
cho privado —general-), y Quinta (de Organización de 
Tribunales y Derecho Procesal), fue publicado33 y some-
tido a amplio debate público34, en el que se resaltó 
26 Vid. VACAS MEDINA, «Consideraciones sobre el pasado...», 
cit., pág. 942. 
27  Vid. JIMÉNEZ SÁNCHEZ, «Ante una posible reforma del Dere-
cho concursal español», cit., págs. 24 y sigte., y «Las aportaciones 
de don Joaquín Garrigues al derecho concursal español», cit., pág. 
154; PÉREZ Y PÉREZ, «La protección legal de los trabajadores en los 
supuestos de insolvencia del empleador», Barcelona, 1980, págs. 
209 y sigtes.; Rojo FERNÁNDEZ-RfO, «Notas para la reforma de la 
legislación concursal», cit., pág. 513; ILLESCAS, «Apuntes para una 
reforma del Derecho concursal español», cit., pág. 8, nota 3; VACAS 
MEDINA, «Consideraciones sobre el pasado...», cit., pág. 941, y «La 
reforma de nuestro Derecho Concursal», cit., pág. 1039. 
28 Vid. JIMÉNEZ SÁNCHEZ, «Las aportaciones de don Joaquín 
Garrigues al derecho concursal español», cit., pág. 154. 
29  Vid. VACAS MEDINA, »<Consideraciones sobre el pasado...», 
cit., pág. 941; JIMÉNEZ SÁNCHEZ, «Las aportaciones de don Joaquín 
Garrigues al derecho concursal español», cit., pág. 154. 
3° En virtud de dos Órdenes Ministeriales dictadas con la 
misma fecha: 17 de mayo. 
31 Presididas por Manuel OLIVENCJA RUIZ e integradas como 
vocales por Luis VACAS MEDINA, Jorge CARRERAS LLANSANA, Angel 
ROJO FERNÁNDEZ-Rf0 y Guillermo Jesús JIMÉNEZ SÁNCHEZ. 
32 Vid. JIMÉNEZ SÁNCHEZ, «Ante una posible reforma del Dere-
cho concursal...», cit., pág. 26. 
33 En el volumen «Anteproyecto de Ley concursal», editado 
por la Secretaría General Técnica del Ministerio de Justicia, Madrid, 
1983. 
34 De cuyo desarrollo (incluso anterior a la publicación por el 
Ministerio de Justicia del Anteproyecto) dan testimonio, entre algu-
nas otras, las siguientes publicaciones: JIMÉNEZ SÁNCHEZ, «Ante 
Reformas y proyectos de reforma del Derecho concursal español. 
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su general corrección técnica y recibieron elogios y 
críticas, desde posiciones ideológicas contrapuestas y 
valoraciones de intereses enfrentadas, algunos de sus 
principios vertebradores y varias de sus soluciones 
técnicas. 
una posible reforma del Derecho concursal...», cit., págs. 25 y sig-
tes.; POLO DIEZ, «Reflexiones sobre la reforma del ordenamiento 
jurídico mercantil», en el vol. «Estudios de Derecho mercantil en home-
naje a Rodrigo Uría», Madrid, 1978, págs. 632 y sigtes.; OLIVENCIA, 
«El Derecho concursal: modernas orientaciones y perspectivas de 
reforma», cit., págs. 324 y sigtes.; VICENT CHULIA, «En vísperas de 
la reforma del derecho concursal español», Revista jurídica de Cata-
luña, 1978, págs. 919 y sigtes., «El contenido de nuestras institucio-
nes concursales y las actuales perspectivas de reforma», Revista jurí-
dica de Cataluña, 1979, págs. 670 y sigtes., «Compendio crítico...», 
cit., t. II, págs. 841 y sigtes., «Prólogo» al vol. «La reintegración de 
la masa en los procedimientos concursales», de MASSAGUER FUEN-
TES, Barcelona, 1986, págs. 1 y sigtes., e «Introducción al Derecho 
mercantil», 8.' ed., Valencia, 1995, pág. 661; DUQUE, «Reflexiones 
fundamentales sobre el régimen de la crisis económica de la empre-
sa y sobre su reforma», Anuario de Derecho civil, 1980, págs. 29 y 
sigtes.; SÁNCHEZ CALERO, «Las crisis bancarias y la crisis del Dere-
cho concursal...», cit., págs. 550 y sigte., e «Instituciones...», cit., t. 
II, pág. 471; JIMÉNEZ DE PARCA, «Rasgos esenciales del Anteproyec-
to de Ley reguladora del régimen concursal», Actualidad Jurídica, 
1981 (I), págs. 15 y sigtes.; PÉREZ GORDO, «Ideas y perspectivas para 
un nuevo Derecho concursal», Revista jurídica de Cataluña, 1981, 
págs. 846 y sigtes.; ROJO FERNÁNDEZ-RÍO, «Crisis de la empresa y 
procedimientos concursales», Anales de la Academia Matritense del 
Notariado, 1981, págs. 253 y sigtes.; SUÁREZ-LLANOS GÓMEZ, «El pre-
supuesto objetivo de la declaración de concurso», en el vol. «Home-
naje al profesor Alfonso Otero», Santiago de Compostela, 1981, págs. 
325 y sigtes.; AA.VV. (IGLESIAS PRADA, PIERA JIMÉNEZ, SANTINI, 
ZABEL, OLIVENCIA RUIZ, ROJO FERNÁNDEZ-RÍO, GARCÍA ECHEVARRÍA, 
MAGRO MAS, JIMÉNEZ SÁNCHEZ, RODRÍGUEZ MOURULLO, GARCÍA 
VELARDE, CARRERAS LLANSANA, VACAS MEDINA, PALAO MENOR, 
DIEZ-PICAZO y PONCE DE LEÓN, COLINA ROBLEDO, DÍEZ CLAVERO, 
GONZÁLEZ CAMPOS, PASTOR RIDRUEJO, CREMADES SANZ-PASTOR, 
URIA GONZÁLEZ y FERNÁNDEZ ORDÓÑEZ), «La reforma del Derecho 
de quiebra. Jornadas sobre la reforma del Derecho concursal espa-
ñol», Madrid, 1982; CASALS COLLDECARRERA, «Insolvencia mercan-
til», Barcelona, 1982; GARRIGUES, «Curso de Derecho mercantil», 8.' 
ed., Madrid, 1983, t. II, págs. 423 y sigte.; VACAS MEDINA, «La 
reforma de nuestro Derecho concursal», cit., págs. 1040 y sigtes. y 
1081 y sigtes., «Crítica a los procesos concursales vigentes», Boletín 
de Información del Ministerio de Justicia, núms. 1344, 15 de abril de 
1984, y 1345, 25 de abril de 1984, págs. 8 y sigtes. y 3 y sigtes., res-
pectivamente, y «Consideraciones sobre el pasado, el presente y el 
futuro de la reforma concursal», cit., págs. 941 y sigtes.; AA.VV. 
(SÁNCHEZ DE MIGUEL, PORTILLO SANZ, LILLO, PIÑEL LÓPEZ, CAÑI-
BANO CALVO, TORRES RODRÍGUEZ, VERDERA y TUELLS, CHILLÓN 
LOASTE, CASALS COLLDECARRERA), «Crisis económica y Derecho 
concursal», cit.; BISBAL, «Los fines del sistema concursal», Revista 
jurídica de Cataluña, 1984, págs. 559 y sigtes., y «La empresa en cri-
sis y el Derecho de quiebras (Una aproximación económica y jurí-
dica a los procedimientos de conservación de empresas)», Zarago-
za, 1986, págs. 185 y sigtes.; «Informe del Consejo Superior 
Bancario sobre el Anteproyecto de Ley concursal», Revista de Dere-
cho bancario y bursátil, núm. 15, julio-septiembre de 1984, págs. 639 
y sigtes.; GARCÍA MARTÍNEZ, «Principios de Derecho concursal: la 
igualdad de los acreedores», La Ley, t. III, 1984, págs. 881 y sigtes., 
y «La conservación de la empresa como principio del Derecho con-
cursal», Revista de Derecho Privado, 1986, págs. 420 y sigtes.; GIRÓN 
TENA, «Los institutos concursales en el Anteproyecto de Ley Con-
cursal: sus funciones y relaciones», La Ley, t. II, 1984, págs. 1227 y 
sigtes.; MARTÍN CABALLERO, «Tratamiento de las crisis de empresas 
en el Derecho español contemporáneo», Málaga, 1984, págs. 7 y 
sigtes.; PIÑEL LÓPEZ, «El Anteproyecto de la Ley Concursal desde 
la perspectiva bancaria», Revista de Derecho bancario y bursátil, núm. 
15, julio-septiembre de 1984, págs. 575 y sigtes.; RIOS SALMERÓN, 
«Los privilegios del crédito salarial», cit., págs. 175 y sigtes.; SAGRE-
RA TIZÓN, «Una grave laguna en el Anteproyecto de Ley Concur-
sal: la imposible inclusión de los acreedores obligacionistas», Revis-
ta General de Derecho, 1984, págs. 2399 y sigtes., y «La gestión 
La descripción esencial del régimen configurado 
en el Anteproyecto de 1983 podría esquematizarse en 
los siguientes grandes rasgos: 
* Consagraba en su normativa una «triple unidad» 
referida a los siguientes aspectos: 
- Legal: Un solo texto disciplinaría los aspec- 
tos materiales y formales (sustantivos y pro-
cesales) del concurso. 
De disciplina: La normativa propuesta se 
aplicaría con independencia del carácter 
civil o mercantil del concursado. 
De sistema: Se contemplaba un único proce-
dimiento (flexible para hacer posible su 
adaptación a las diversas exigencias que 
pudieran plantearse en la complejidad del 
tráfico) que sustituiría a la diversidad de los 
tradicionales concurso, quiebra, beneficios 
de quita y espera y suspensión de pagos. 
* Consideraba que la finalidad básica del concur-
so no era la liquidación del patrimonio del deudor, 
sino la conservación de las unidades patrimoniales 
productivas con las modificaciones de estructura y 
de gestión que resultaran necesarias para salvar o 
reconstituir su eficiencia. Más que de distribuir «los 
restos de unos cadáveres» (los vestigios de patrimonios 
improductivos o de unidades económicas inviables) 
se querían configurar fórmulas para el «saneamiento 
de enfermos» (de «haciendas» o de organizaciones pro-
ductivas, patrimoniales o empresariales, susceptibles 
de salvación). Consecuentemente, la liquidación pasa-
ba a ser una solución subsidiaria para el caso de que 
la solución considerada como más operativa a los 
efectos buscados, el convenio, no pudiera lograrse o 
fracasara. E incluso en este supuesto se admitía una 
última o tercera vía para la solución de la crisis sin 
necesidad de proceder a la liquidación: la «gestión 
controlada», basada en un plan de reorganización 
votado favorablemente por la junta y aprobado por 
el juez y que hubiese sido presentado por el Síndico, 
por la Administración Pública, por acreedores que 
representasen al menos un tercio del pasivo o por tra- 
controlada en el Anteproyecto de Ley concursal», Revista General de 
Derecho, 1985, págs. 535 y sigtes.; AA.VV. (GIRÓN TENA, OLIVENCIA 
RUIZ, VACAS MEDINA, ROJO FERNÁNDEZ-RÍO, GONDRA ROMERO, VER-
DERA y TUELLS, GARCÍA VILLAVERDE y GONZÁLEZ CAMPOS), «Estu-
dios sobre el Anteproyecto de Ley Concursa!», vol. monográfico cit., 
núm. 8 de la Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Com-
plutense; CABRILLO RODRÍGUEZ, «Análisis económico del derecho 
concursal español», cit., págs. 22 y sigtes., 37, 39 y 40 y sigtes.; MAS-
SAGUER FUENTES, «La reintegración de la masa en los procedimien-
tos concursales», cit.; VIGUERA, en «Derecho mercantil», coord. JIMÉ-
NEZ SÁNCHEZ, 2.' ed., Barcelona, 1992, vol. 2, págs. 614 y sigtes., y 
en «Lecciones de Derecho mercantil», coord. JIMÉNEZ SÁNCHEZ, 3. ed., 
Madrid, 1995, pág. 524; BROSETA, «Manual...», cit., pág. 721; GARCÍA 
VILLAVERDE, «La Quiebra: fuentes aplicables y presupuestos de su 
declaración», en el cit. vol. «Derecho concursal», Cuadernos de Derecho 
Judicial, II, págs. 280 y sigtes. y 316, «Introducción» al cit. vol. «Tex-
tos de Derecho Concursal Europeo», págs. 13 y sigte., y «Los presu-
puestos objetivos de la declaración de la quiebra», en el vol. «Estu-
dios de Derecho mercantil en homenaje al Profesor Manuel Broseta Pont», 
Valencia, 1995, t. II, págs. 1566 y sigtes.; CANDELARIO MAcfAs, «Una 
visión reflexiva de nuestro Derecho concursal», Actualidad jurídica 
Aranzadi, núm. 224, 7 de diciembre de 1995, págs. 1 y sigtes.; URÍA, 
«Derecho mercantil», 23.' ed., Madrid, 1996, pág. 1022. 
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bajadores que alcanzaran al menos un porcentaje 
igual de la plantilla de los fijos de la empresa. 
* De ahí que se quisiera anticipar en el tiempo 
(antes de que la enfermedad llegara a ser incurable) 
la declaración del concurso, por lo que, al configurar 
el presupuesto objetivo de ésta, se abandonaba la 
vieja y poco fructífera polémica entre la insolvencia y 
la iliquidez y se recurría a la formulación de un 
nuevo concepto, el de «crisis económica», entendida 
como la existencia de un estado patrimonial que lesio-
nase o amenazara gravemente el interés de los acreedores 
a la satisfacción ordenada de sus créditos. Tal estado se 
consideraba que podía exteriorizarse a través de dis-
tintos hechos, de los que el Anteproyecto enumeraba 
expresamente aquéllos que consideraba más signifi-
cativos, remitiendo a la apreciación de jueces y tribu-
nales la determinación de otros que, en función de 
las circunstancias concretas de los supuestos en los 
que concurrieran, habrían de ser igualmente valora-
dos como reveladores de una situación de crisis. 
* En la ordenación del concurso se reforzaban: 
— Las funciones judiciales. El juez, que declara- 
ría el concurso por sentencia (previo el 
oportuno proceso contradictorio en caso de 
que la solicitud de la declaración hubiese 
sido presentada por los acreedores), vería 
fortalecida sus facultades, afirmándose su 
jurisdicción exclusiva y excluyente sobre el 
patrimonio del deudor. 
— La sindicatura, concebida como «motor del 
concurso en materia económica» y configurada 
como órgano profesional: «el nombramiento 
de síndico habría de recaer en persona habilitada 
para el ejercicio del cargo» en virtud de su ins-
cripción en un Registro especial creado en 
el Ministerio de Justicia, para la que se exi-
giría que resultase acreditada por el intere-
sado la titularidad de una organización ade-
cuada para el ejercicio de las funciones 
propias del cargo a desempeñar. 
— La presencia del Ministerio Público. 
— Y la posibilidad de que los trabajadores, como 
tales, propusieran (no impusieran) fórmulas 
encaminadas a mantener el funcionamiento efi-
ciente de las empresas. 
* La junta de acreedores, por el contrario, perdía 
algunas de sus clásicas competencias (como, por 
ejemplo, el reconocimiento y clasificación de los cré-
ditos concursales, que se atribuía al juez) y, para 
armonizar el juego dentro de ella de los intereses, a 
veces contrapuestos, de las distintas categorías de 
acreedores, se dividía o estructuraba en cuatro «gru-
pos», en los que se englobaban, respectivamente, los 
créditos públicos, los laborales, los privilegiados y los 
ordinarios. 
* El sistema configurado incluía una serie de per-
feccionamientos técnicos respecto de la obsoleta regu-
lación actual: una nueva disciplina de la «inhabilita-
ción» del deudor; un mayor rigor en el tratamiento  
de los administradores de las personas jurídicas con-
cursadas; un régimen adecuado de la «extensión» del 
concurso (al empresario oculto, a la sociedad domi-
nante, a los socios ilimitadamente responsables y al 
socio único); la simplificación de la calificación del 
concurso, reducida a las categorías de «culpable» o de 
«fortuito»; un mayor énfasis en la defensa del princi-
pio de la «par conditio creditorum» (traducida en una 
drástica poda de los privilegios que, a veces sin sufi-
ciente justificación lógico-jurídica, enturbian la que 
debería ser clara contraposición de intereses en el 
seno del procedimiento); y la introducción de un con-
junto de normas de Derecho internacional privado 
que pretendían resolver los más graves problemas 
que suscitan los concursos en los que entran en juego 
«elementos de extranjería» (es decir, puntos de conexión 
con Ordenamientos extranjeros). 
El Anteproyecto, víctima del juego de las priori-
dades políticas, los cambios ministeriales y las pro-
pias dificultades derivadas del carácter polémico de 
la ordenación que apuntaba35, no llegó nunca a ser 
remitido como Proyecto de Ley por el Gobierno a las 
Cortes Generales. Pero durante un largo periodo fue 
considerado por el Ministerio de Justicia como un 
texto de referencia que debía mantenerse actualiza-
do. Por ello, y cumpliendo las instrucciones expresas 
recibidas al efecto, la misma Ponencia especial que lo 
había redactado lo revisó en 1985; en 1987 indujo de 
él los principios necesarios para redactar y presentar 
al Ministro el texto de un «Anteproyecto de Ley por la 
que se delega en el Gobierno la potestad de dictar normas 
con rango de Ley sobre el concurso de acreedores» (técni-
ca legislativa que, dada la complejidad y extensión 
—398 artículos— del Proyecto que habrían tenido 
que debatir las Cámaras, fue desde el principio con-
templada como una posible vía para salvar algunas 
de las dificultades operativas o «mecánicas» con las que 
previsiblemente habría de tropezar su aprobación); y 
en 1993 lo actualizó y revisó. 
III. Los TRABAJOS DE REFORMA DEL DERECHO CONCURSAL 
ESPAÑOL ACTUALMENTE EN CURSO 
A) La consulta de la Sección Segunda de la Comisión 
General de Codificación y las instrucciones del 
Ministerio 
Ante la situación de impasse creada, y con el obje-
tivo de conseguir una base firme sobre la que asen-
tar su labor futura, en septiembre de 1993 la Sección 
Segunda de la Comisión General de Codificación 
solicitó del Excmo. Sr. Ministro de Justicia instruccio-
nes precisas sobre la oportunidad de continuar los 
trabajos hasta el momento realizados en el ámbito de 
35 Vid. SÁNCHEZ CALERO, «Instituciones...», cit., t. II, pág. 471; 
VICENT CHULIÁ, «Introducción al Derecho mercantil», 9 ed., Valen-
cia, 1996, pág. 730. 
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la reforma del Derecho concursal, así como, en su 
caso, la indicación de los criterios o principios que 
deberían informar los nuevos desarrollos de su actua-
ción en dicho ámbito. 
Tras las oportunas consultas, el Ministerio comu-
nicó el 23 de junio de 1994 unos criterios básicos de ela-
boración de un nuevo Anteproyecto, para cuya tarea, a 
propuesta de la Sección, se confió al vocal de ésta, D. 
Angel ROJO FERNÁNDEZ-RÍO, la redacción de una 
Propuesta que habría de ser sometida, primero, al 
informe de una Ponencia especial formada por el pro-
pio proponente y por los también vocales permanen-
tes de la Comisión General de Codificación D. 
Manuel OLIVENCIA RUIZ y D. Guillermo Jesús JIMÉ-
NEZ SÁNCHEZ; y, posteriormente, a la revisión de la 
Sección Segunda (ampliada con la participación de 
vocales pertenecientes a otras Secciones). Para hacer 
posible que durante la fase de estudio y valoración del 
texto articulado la Universidad, los Colegios de profesio-
nales económicos y jurídicos y la opinión pública puedan 
contribuir, con observaciones y debates, a la configuración 
definitiva del futuro Derecho concursal español, la Secre-
taría de Estado de Justicia publicó y sometió a deba-
te general y abierto los Criterios ministeriales y la Pro-
puesta de Anteproyecto de Ley Concursal presentada, en 
cumplimiento de la función que le había sido enco-
mendada, por el Profesor ROJO FERNÁNDEZ-RÍO36. 
B) Los «criterios básicos para la elaboración de una 
Propuesta de Anteproyecto de Ley Concursal 
El sistema diseñado en los «Criterios básicos para 
la elaboración de una Propuesta de Anteproyecto de Ley 
Concursal», articulado en dieciocho puntos37, puede 
ser sintetizado en los siguientes rasgos esenciales: 
* Se mantienen los principios de unidad legal de 
la regulación del concurso y de unidad de disciplina 
(puesto que ésta no deberá diferenciarse en función 
del presupuesto subjetivo o condición civil o mercantil del 
deudor común)38. 
* Se abandona la unidad de sistema al postular la 
regulación de dos procedimientos distintos: la «sus-
pensión de pagos» y el «concurso de acreedores»39 (el últi-
mo de los cuales recibirá una regulación específica 
cuando sea consecutivo a una suspensión"). 
* La finalidad principal del concurso será la satis-
facción de los acreedores mediante la liquidación del 
patrimonio del deudor común (efectuada, como 
regla, mediante la enajenación en bloque o como un 
36 Cfr. «Prólogo» del Director General de Codificación y Coo-
peración Jurídica Internacional, Iltmo. Sr. D. Juan Luis IBARRA 
ROBLES, a «Materiales para la reforma de la Legislación concursal”, 
Suplemento al núm. 1768, de 15 de febrero de 1996, del Boletín de 
Información del Ministerio de Justicia e Interior, págs. 911 y sigte. 
37 Vid. el cit. vol. «Materiales para la reforma de la Legisla-
ción concursal», págs. 913 y sigtes. 
38 Cfr. punto 1 de los Criterios básicos. 
39 Cfr. punto 2 de los Criterios básicos. 
" Cfr. punto 15 de los Criterios básicos. 
todo)41. La finalidad de la suspensión de pagos será 
la consecución de un convenio de continuación de la acti-
vidad profesional o empresarial del deudor común con la 
colectividad de sus acreedores (en la suspensión no serán 
admisibles los convenios esencialmente liquidatorios, 
ni los de cesión de bienes en pago o para pago de los 
acreedores)42. 
* Consecuentemente, el presupuesto objetivo del 
concurso será la insolvencia, que se presumirá en 
determinados casos, como en los supuestos de endeu-
damiento excesivo, sobreseimientos sectoriales o cuantitati-
vos y embargos de los principales activos; el deudor insol-
vente estará obligado a manifestarse en estado de 
concurso. El presupuesto de la suspensión de pagos 
será la previsible situación de iliquidez del deudor'". 
* El juez que declare la suspensión de pagos o el 
concurso ejercerá jurisdicción exclusiva y excluyente 
sobre todo el patrimonio del deudor común. Se atribuirá 
la competencia para declarar la suspensión o el con-
curso a unos Juzgados provistos entre Magistrados, 
por concursos de méritos en los que se valorará espe-
cialmente el conocimiento del Derecho concursal y 
del Derecho mercantil". 
* La declaración de la suspensión de pagos supondrá 
la intervención de la actividad económica del deudor 
común por tres interventores, nombrados por el Juez, 
que habrán de ser un letrado ejerciente de reconoci-
da cualificación, un auditor de cuentas y un acreedor 
ordinario'''. La declaración del concurso supondrá la sus-
pensión de la capacidad de obrar del deudor, en el caso 
de que éste sea persona física, y de las competencias 
legales y estatutarias del órgano de administración y de 
representación, si el concursado es una sociedad; al 
declarar el concurso el Juez designará un Comisario, 
órgano auxiliar del propio Juez y de fiscalización de la Sin-
dicatura46 (cuya composición y competencias —excep-
to la relativa a efectuar la liquidación del patrimonio 
del deudor— no se precisan). 
* En las grandes líneas del sistema diseñado se 
contemplan una serie de mejoras o perfeccionamien-
tos técnicos respecto de la regulación actual como: 
La mayor simplicidad y flexibilidad de los 
procedimientos concursales47. 
La previa audiencia del deudor, tanto para 
la declaración de la suspensión de pagos 
como para la del concurso48. 
La no necesidad de la insinuación de los 
créditos por parte de los acreedores con la 
finalidad de obtener su reconocimiento". 
La regulación de los efectos de la declara-
ción de suspensión de pagos o de concurso 
41 Cfr. punto 8 de los Criterios básicos. 
42 Cfr. punto 6 de los Criterios básicos. 
" Cfr. punto 3 de los Criterios básicos. 
44 Cfr. punto 4 de los Criterios básicos. 
45 Cfr. punto 5 de los Criterios básicos. 
46 Cfr. punto 7 de los Criterios básicos. 
47 Cfr. el inciso final del punto 1 de los Criterios básicos. 
48 Cfr. punto 9 de los Criterios básicos. 
49 Cfr. punto 11 de los Criterios básicos. 
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sobre los acreedores y sobre las relaciones 
jurídicas preexistentes (la declaración judi-
cial, tanto del concurso como de la suspen-
sión de pagos, producirá la interrupción del 
curso de los intereses, salvo respecto de los 
créditos hipotecarios y pignoraticios hasta 
donde alcance la respectiva garantía)50. 
— La supresión de la retroacción absoluta del 
concurso". 
— La reducción drástica del número de los cré-
ditos privilegiados y de los supuestos en 
que se reconoce el derecho de abstención 
(manteniendo en todo caso el carácter de 
privilegiados de los créditos tributarios, de 
los de Seguridad Social y, en general, de los 
de Derecho Público)52. 
— La calificación civil y penal de la conducta 
del deudor y, en caso de que éste sea una 
persona jurídica, de sus administradores de 
hecho o de derecho". 
— Y el establecimiento de normas de Derecho 
internacional privado para fijar la compe-
tencia y la ley aplicable a la suspensión de 
pagos y al concurso, así como la determina-
ción de los efectos de las resoluciones judi-
ciales extranjeras en las que se declaren 
situaciones concursales54. 
* Se excluyen, revisando criterios ya apuntados 
en el Anteproyecto de 1983 y en sus sucesivas actua-
lizaciones y revisiones, algunos temas de considera-
ble significación. Algunos implícitamente, como la 
gestión controlada. Otros de forma expresa, como la 
extensión del concurso; si bien se advierte que ha de 
prestarse atención a las suspensiones de pagos y con-
cursos conexos (así como a las suspensiones de pagos 
y concursos de las sociedades pertenecientes al 
mismo grupo)55, y se afirma el principio de la poster-
gación legal de determinados créditos de personas 
especialmente relacionadas con el deudor (entre 
otros, los de los socios y los de las sociedades perte-
necientes al mismo grupo del que forme parte la 
sociedad en suspensión de pagos o en concurso y los 
de las personas o entidades directamente relaciona-
das con el deudor que hayan dirigido o influido sus-
tancialmente en su actividad)56. 
C) La «Propuesta de Anteproyecto de Ley Concursal» 
Siguiendo, fundamentalmente, los criterios básicos 
ministeriales, pero matizándolos o introduciendo 
" Cfr. los dos primeros incisos del punto 10 de los Criterios 
básicos. 
31 Cfr. punto 12 de los Criterios básicos. 
'2 Cfr. punto 13 de los Criterios básicos. 
'3 Cfr. punto 16 de los Criterios básicos. 
54 Cfr. punto 17 de los Criterios básicos. 
" Cfr. los dos últimos incisos del punto 10 de los Criterios 
básicos. 
59 Cfr. punto 14 de los Criterios básicos. 
alguna desviación respecto de ellos en algunos casos 
(cfr., p. ej., la diferencia del régimen previsto en el 
punto 5 de los Criterios básicos y el preconizado por 
el artículo 281 de la Propuesta"), el Profesor Angel 
ROJO FERNÁNDEZ-RÍO ha elaborado una «Propuesta 
de Anteproyecto de Ley Concursal», precedida de una 
ilustrativa Exposición de motivos e integrada por 298 
artículos, 17 disposiciones adicionales, una transito-
ria, otra derogatoria y cuatro finales (que ha acompa-
ñado con una segunda «Propuesta de Anteproyecto de 
Ley orgánica de reforma de las Leyes orgánicas del Poder 
Judicial y del Código Penal»58 ). 
Dado el carácter de documento de trabajo de este 
texto, inherente a su configuración como Propuesta, no 
parece procedente efectuar antes de su estudio por la 
Comisión General de Codificación una exposición 
precisa y detallada de su contenido59. Baste decir que, 
como indica la citada Exposición de motivos que acom-
paña al articulado, mantiene como postulados funda-
mentales de su sistema la unidad legal y la unidad de 
disciplina", y que simplifica la normativa de los pro-
cedimientos que regula61. Pero, como indica el plural 
empleado al referirse a ellos, continúa contemplando 
una pluralidad de vías procedimentales (de «institu-
ciones concursales», según la expresión utilizada por 
la propia Exposición de motivos62 ); concretamente dos: 
las correspondientes al concurso de acreedores, de una 
parte, y a la suspensión de pagos, de otra. 
El concurso se concibe como medio para el trata-
miento de las situaciones de insolvencia; ahora bien, 
entendida ésta en sentido amplio: adoptando una 
noción que la hace equivalente a la imposibilidad de 
hacer frente a las obligaciones, tanto en virtud o a 
consecuencia de una situación de desbalance patri-
monial como por efecto de la falta de crédito63. Por 
ello el concurso no se regula como expediente única-
mente destinado a tratar la situación de quienes care-
cen de posibilidad objetiva de continuar su actividad 
profesional o empresarial, sino también como solu-
ción de aquellos casos en los que la situación patri-
monial contemplada no es absolutamente desespera-
da y puede resolverse, sin necesidad de liquidación, 
mediante un convenio basado en un concreto plan de 
37 El punto 5 de los Criterios básicos indica que «al declarar la 
suspensión de pagos, el Juez nombrará tres interventores». El artículo 
281.1 de la Propuesta de Anteproyecto de Ley Concursal contempla la 
siguiente regulación: «Dentro del mes siguiente a la fecha de la publica-
ción de la suspensión de pagos, acreedor o acreedores que representen, al 
menos, el cinco por ciento del total pasivo, podrán solicitar del Juez com-
petente para la declaración del concurso el nombramiento de un interven-
tor con las funciones a que se refiere el artículo 53». 
'8 Que, como advierte el «Prólogo>, al cit. vol. «Materiales para 
la reforma de la Legislación concursal», pág. 912, «constituye un 
complemento indispensable de la primera para la necesaria armonización 
de estas Leyes con la proyectada Ley concursal». 
59 Vid. una referencia al mismo en VICENT CHULIÁ, «Introduc-
ción...”, cit., 9.' ed., pág. 730. 
" Vid. apartado 1.3, párrafo primero. 
61 Vid. apartado 1.3, párrafo segundo. 
62 Vid. loc. ult. cit. 
63 Vid. artículo 2 de la Propuesta de Anteproyecto de Ley Con-
cursal. 
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continuación de la actividad económica del deudor, 
informado por la sindicatura o los interventores". 
Para ello se pretende conseguir la anticipación en el 
tiempo de la apertura del procedimiento, imponien-
do al deudor la obligación de solicitarla en caso de 
insuficiencia de sus medios propios, y atribuyendo la 
condición de crédito con privilegio general al cin-
cuenta por ciento del importe del ostentado por el 
acreedor instante del concurso'''. 
La suspensión de pagos se configura con carácter 
restrictivo, puesto que sólo pueden acogerse a ella los 
deudores cuyo activo sea manifiestamente superior 
al pasivo y que todavía no hayan incumplido sus 
obligaciones o cuyos incumplimientos no sean glo-
balmente significativos66. La suspensión paraliza67 el 
curso de los intereses del deudor, cierra el camino a 
las ejecuciones por las deudas anteriores y puede dar 
lugar a un convenio para el pago a los acreedores 
ordinarios con una espera máxima de tres años, sin 
que sea admisible quita o condonación de clase algu-
na68. En la tramitación de este expediente se atribuye 
al Registrador mercantil la calificación de los docu-
mentos que debe presentar el deudor y la tramitación 
necesaria para la publicación en el «Boletín Oficial del 
Registro Mercantil» de la constitución del deudor en 
estado de suspensión de pagos y del convenio pro-
puesto69, y al Juez la competencia para conocer del 
procedimiento, resolver eventuales impugnaciones, 
proceder al nombramiento de interventor cuando lo 
solicite al menos el cinco por ciento del total del pasi-
vo, y, en su caso, para aprobar el convenio70. 
Desde luego se afirman los principios básicos de 
atribución al juez del concurso de jurisdicción exclu-
siva respecto de los embargos y ejecuciones sobre el 
patrimonio del deudor71 y se reducen sustancialmen-
te los privilegios concursales, clasificándose los acre-
edores en estas tres categorías: privilegiados, ordina-
rios y legalmente postergados (es decir, subordinados 
a la satisfacción de los ordinarios)72. 
La apertura del concurso puede determinar la 
suspensión de la capacidad de obrar del deudor, que 
habrá de ser sustituido por la sindicatura, o la sim-
ple limitación de dicha capacidad, que tendrá que 
64 Vid. artículos 152 y 156 de la Propuesta de Anteproyecto de 
Ley Concursal. 
65 Vid. artículos 6 y 125.1.7.° de la Propuesta de Anteproyecto de 
Ley Concursal. 
66 Vid. artículos 270, 271 y 272 de la Propuesta de Anteproyecto 
de Ley Concursal. 
67 « S uspen de». 
68 Vid. artículos 271.2 y 283 de la Propuesta de Anteproyecto de 
Ley Concursal. 
69 Vid. artículos 276 y 278 de la Propuesta de Anteproyecto de 
Ley Concursal. 
70 Vid. artículos 277, 279, 281, 289 y 290 de la Propuesta de Ante-
proyecto de Ley Concursal. 
71  Vid. Exposición de motivos, apartado 11.2, párrafo tercero, y 
artículos 8.3 y 64 a 67 de la Propuesta de Anteproyecto de Ley Con-
cursal. 
72 Vid. Exposición de motivos, apartado 11.2, párrafos primero y 
segundo, y artículos 122 a 127 de la Propuesta de Anteproyecto de Ley 
Concursal. 
completarse con la actuación de los interventores 
(como síndicos o interventores habrán de designarse 
un jurista prestigioso y competente, un auditor de 
cuentas experto y un acreedor)73. 
El concurso se calificará, a efectos civiles, como 
fortuito o como culpable. En este último caso llevará 
consigo la inhabilitación temporal del deudor perso-
na física o la de los administradores o liquidadores, 
de derecho o de hecho, de la persona jurídica deudo-
ra y la condena de tales administradores o liquida-
dores, o de algunos de ellos, a la cobertura de la tota-
lidad o de parte del déficit patrimonial en beneficio 
de la masa activa74. 
D) La «Propuesta de Anteproyecto de Ley Orgánica 
de reforma de las Leyes Orgánicas del Poder Judi-
cial y del Código Penal» 
En la «Propuesta de Anteproyecto de Ley Orgánica 
de reforma de las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del 
Código Penal» se intenta conseguir un cierto grado de 
especialización de los Jueces y Magistrados que han 
de tramitar los procedimientos concursales y, a la vez, 
un cierto grado de concentración en el conocimiento 
de «estos delicados asuntos»75. Para ello se establece la 
existencia en cada provincia, con jurisdicción en toda 
ella, de uno o más juzgados de primera instancia, con 
sede en la capital, que conocerán de los concursos de 
acreedores y de las suspensiones de pagos76. El 
Gobierno, previo informe del Consejo General del 
Poder Judicial, podrá establecer otros juzgados de lo 
concursal en ciudades distintas de la capital de pro-
vincia cuya población supere los doscientos cincuen-
ta mil habitantes, así como en las islas y en las ciu-
dades de Ceuta y Melilla77. 
E) La Constitución de la «Sección Especial» para la 
Reforma Concursal 
Rectificando el criterio inicialmente avanzado por 
el Ministerio de Justicia78, conforme al cual la Pro- 
73 Vid. Exposición de motivos, apartado 11.3, y artículos 46 a 57 
de la Propuesta de Anteproyecto de Ley Concursal. 
74 Vid. Exposición de motivos, apartado 11.5, y artículos 205 a 
219 de la Propuesta de Anteproyecto de Ley Concursal. 
75 Vid. Exposición de Motivos, apartado 1, de la Propuesta de 
Anteproyecto de Ley Concursal. 
76 Vid. la redacción propuesta para unos nuevos apartados 
segundos de los artículos 84 y 85, así como para el número prime-
ro del apartado segundo del artículo 152 de la Ley Orgánica 
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, por el artículo 1, apartados 
1 y 3 (vid., asimismo, la disposición transitoria única y la disposi-
ción final, apartados segundo y tercero). 
7 Vid. la redacción propuesta para un nuevo apartado segun-
do del artículo 84 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, por el artículo 1.1. 
" Comunicado a la Sección Segunda de la Comisión General 
de Codificación el 23 de junio de 1994 (vid., supra, III.A) y reitera-
do en forma expresa por el Director General de Codificación y Coo-
peración Jurídica Internacional, Vicepresidente de la Comisión 
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puesta de Anteproyecto de Ley Concursal del Profesor 
ROJO FERNÁNDEZ-RÍO se sometería a la revisión de la 
Sección Segunda (de Derecho mercantil) de la Comisión 
General de Codificación, por Orden de 23 de diciem-
bre de 199679 se ha constituido en el seno de este Orga-
nismo una Sección Especial para la Reforma Concur-
sar°, integrada81 por un Presidente (D. Manuel 
OLIVENCIA RUIZ) y once vocales (D. Roberto BLAN-
QUER UBEROS, D. Jorge CARRERAS LLANSANA, D. 
Javier CONS GARCIA, D. José María CHICO ORTIZ, D. 
Miguel Angel FERNÁNDEZ LÓPEZ, D. Juan Luis IGLE-
SIAS PRADA, D. Guillermo Jesús JIMÉNEZ SÁNCHEZ, D. 
Juan Eugenio PALAO MENOR, D. José María POVEDA 
DÍAZ, D. Angel ROJO FERNÁNDEZ-RÍO y D. Juan SAR-
MIENTO RAMOS)82. 
A esta Sección Especial, que" «se extinguirá tras la 
terminación de los trabajos encomendados»84, ha sido 
confiada85 «la elaboración de una propuesta de Antepro-
yecto de Ley Concursal y de modificación, en su caso, de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, del Código Penal y de 
cuantas otras normas resulte necesario». «Las propuestas 
de los textos articulados deberán ir acompañadas de una 
exposición de motivos, así como de una memoria explicati-
va y de los informes que se consideren oportunos». 
Para la realización de esta tarea, según acuerdo 
adoptado en su primera sesión86, se utilizará como 
documento inicial de referencia la Propuesta elaborada 
por el Profesor ROJO FERNÁNDEZ-RÍO, la cual, en 
unión de cuantos otros textos alternativos o comple-
mentarios consideren oportuno presentar el Presiden-
te o los vocales, servirá de punto de partida a los tra-
bajos de la Sección, que, en una primera fase, se  
centrarán en la definición de los postulados y líneas 
básicas de la reforma: la unidad legislativa (resultante 
de la inclusión en un solo texto legal del régimen sus-
tantivo y procesal de los procedimientos concursales); 
la unidad de disciplina (determinada por la unificación 
del tratamiento de las situaciones concursales de 
todos los deudores, con independencia de su carácter 
o condición civil o mercantil —aun cuando parece 
razonable prever que habrán de establecerse algunas 
normas especiales en función de las especificidades 
de los concursos de los empresarios—); y la dualidad 
de procedimientos o vías utilizables (provisionalmente 
denominados, utilizando una terminología clásica en 
el Derecho español —pero cuyo mantenimiento o 
revisión será también objeto de debate— concursos o 
suspensiones de pagos) en función de la naturaleza de 
la crisis desencadenante de las actuaciones concursa-
les y de las soluciones a que éstas resultan orde-
nadas. 
También reclamarán la atención de la Sección en 
esta primera fase la innovadora fórmula de desjudi-
cialización de algunas relevantes actuaciones en el 
procedimiento de suspensión de pagos avanzada en la 
Propuesta de ROJO FERNÁNDEZ-RÍO y el complejo, y 
extremadamente delicado, tema de la atribución de 
la competencia para el conocimiento de los procedi-
mientos concursales a jueces y tribunales especializa-
dos o, como en el resto de los asuntos ordinarios del 
orden civil, a los órganos jurisdiccionales a los que 
corresponda tal competencia según lo establecido en 
las normas actuales de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial y de la Ley de enjuiciamiento civil. 
General de Codificación, en el apartado segundo, párrafo primero, 
del «Prólogo» al cit. vol. «Materiales para la reforma de la Legisla-
ción concursal». 
79 Dictada al amparo de lo establecido en el artículo 29 del 
Decreto 365 /1976, de 26 de febrero, Orgánico de la Comisión General 
de Codificación, en la redacción dada por el Real Decreto 225 /1978, 
de 17 de febrero. 
80 Vid. artículo 1.° de la citada Orden Ministerial. 
8' Cfr. artículo 3.° de la Orden de 23 de diciembre de 1996. 
82 Como secretarios de actas de la Sección, de conformidad a 
lo dispuesto en el artículo 7.° de su Orden creadora, han sido desig-
nados D. Jesús SEBASTIÁN LORENTE y D.' Marta MOLINA GUTIÉRREZ. 
83 Conforme establece el artículo 6.° de la Orden que la crea. 
84 «O, en su defecto, por orden de la Ministra de Justicia». 
85 Cfr. el artículo 2.° de la Orden que la crea. 
88 Celebrada el 14 de enero de 1997. 
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